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DECISIÓN: CONFIRMA    

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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Proceso: 


Acción de Tutela

Radicación Nro. :
  
666823104001-2018-00129-01
Accionante (s):

Néstor Fabio Castaño Giraldo
Accionado (s):


Fiscalía 13 Local de Santa Rosa de Cabal y otro
Magistrado Sustanciador: 
Manuel Yargazaray Bandera

TEMAS:


ACCIÓN DE TUTELA/ PROCEDENCIA/ PRESUPUESTO DE INMEDIATEZ –SE INCUMPLE-/ LA ENTREGA PROVISIONAL DEL VEHÍCULO QUE RECLAMA EL ACTOR OCURRIÓ HACE CUATRO (4)  AÑOS/  CONFIRMA.
Aterrizando los anteriores presupuestos al caso bajo estudio, puede concluirse con facilidad que el señor Néstor Fabio Castaño Giraldo no cumple con el aludido requisito de inmediatez como regla de procedibilidad, lo cual se entrevé del tiempo que ha dejado trascurrir para acudir a esta solicitud de amparo constitucional, pues el tema que está discutiendo tiene su origen en hechos ocurridos hace 4 años desde la fecha en que se ordenó por parte del Juzgado Segundo Civil de Garantías la entrega provisional del vehículo que hoy reclama, sin que se encuentre justificado en el dossier, cuál es la razón por la que sólo hasta ahora muestra su interés por solucionar dicho asunto. 

(…)

Así mismo, debe observarse lo dicho por la representante del Ente Acusador, en el sentido de que ni siquiera hasta este momento la parte accionante ha instaurado una solicitud oficial ante ese Despacho, ni tampoco ante el Jefe de Bienes de la Fiscalía tendiente a que se le exonere del pago del parqueadero.  

(…)

A modo de conclusión, puede decirse que el señor Castaño Giraldo ha dejado transcurrir un tiempo más que prudencial, en el cual no se vislumbra actividad efectiva por su parte para tratar de que sea reparado el daño que según él se le ha causado, lo cual se configura en una causal de improcedencia del presente asunto, al encontrar que no se da cumplimiento al requisito de inmediatez de la acción constitucional. 

Lo dicho hasta ahora es suficiente para llevar a esta Colegiatura a concluir que la acción de tutela resulta improcedente, como se partió diciendo inicialmente; de acuerdo a ello, la decisión evaluada se habrá de confirmar.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA
Pereira, quince (15) de agosto de dos mil dieciocho (2018) 
Hora: 7:00 a.m. 
Aprobado por Acta No. 684 
	Radicación: 
	666823104001-2018-00129-01

	Procedencia: 
	Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal  

	Accionante: 
	Néstor Fabio Castaño Giraldo 

	Accionado: 
	Fiscalía 13 Local de Santa Rosa de Cabal y otro 

	Decisión: 
	Confirma    


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la apoderada judicial del señor NÉSTOR FABIO CASTAÑO GIRALDO, como parte accionante dentro del presente asunto, contra la decisión tomada por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal el 6 de julio del año que avanza, mediante la cual negó la acción de tutela instaurada en contra de la FISCALÍA 13 LOCAL DE SANTA ROSA DE CABAL. 
ANTECEDENTES:
De acuerdo a lo narrado por la accionante en su escrito de tutela, se pueden extraer como relevantes para el presente asunto, los siguientes hechos: 
· El día 26 de abril del año 2014, su representado, el señor Néstor Fabio Castaño Giraldo resultó involucrado en un accidente de tránsito, en calidad de víctima, razón por la cual los agentes de tránsito correspondientes ordenaron la inmovilización de su vehículo. Con ocasión del mencionado suceso, el automotor quedó a disposición de la Fiscalía General de la Nación, concretamente a órdenes de la Fiscalía 13 Local de Santa Rosa de Cabal.

· El vehículo era la herramienta de trabajo de la cual el señor Castaño Giraldo derivaba el sustento de su familia ejerciendo la actividad de comerciante.
· Mediante Oficio Nro. 004 de la Fiscalía 13 Local de Santa Rosa de Cabal, se dispuso la entrega definitiva del mencionado rodante en favor del señor Néstor Fabio, sin embargo, al recurrir éste a la dirección consignada en dicho oficio, le indicaron que el vehículo no se encontraba en ese lugar. 

· El 28 de noviembre de 2017 se presentó una petición a la Fiscalía, la cual fue contestada en diciembre 13 de esa anualidad, con la cual se le hizo entrega por parte de esa Oficina del formato de devolución de automotores, con el que se había ordenado la entrega definitiva del vehículo; el acta de audiencia de entrega provisional del vehículo; copia de la audiencia en medio magnético o CD; y el formato de automotores a disposición donde se indica claramente el que rodante se encontraba a disposición del “patio único de la Fiscalía General de la nación”, lo cual no es cierto.   
· Así las cosas, al realizar la investigación del caso, encontró la accionante que el vehículo se encontraba en el parqueadero de la Defensa Civil del municipio de Santa Rosa de Cabal, lugar en el cual a la hora de ahora le exigen que pague el valor de $4’406.000 pesos por concepto de parqueadero para poder hacerle entrega del automotor, según liquidación que inició desde el 26 de abril de 2014 hasta el 26 de junio de 2018, cifra que es imposible de pagar, teniendo en cuenta que ese valor supera incluso el del avalúo del vehículo, que está estimado en $3’070.000. Además, refiere la actora que la Junta de Defensa Civil de Santa Rosa de Cabal no es un parqueadero oficial de la Fiscalía, pues ésta cuenta con el patio único en la ciudad de Pereira. 

· Finalmente, señaló la abogada que su mandante, desde hace 3 años, tiene involucrada una garantía de índole patrimonial con la cual satisfacía sus necesidades básicas y las de su familia, sin que hasta ahora haya sido posible que se defina la situación de su vehículo.     
PRETENSIONES:

Con base en los hechos anteriormente relacionados, solicitó la accionante que se tutelen los derechos fundamentales al debido proceso, acceso a la administración de justicia, trabajo y mínimo vital del señor Néstor Fabio Castaño Giraldo, y en consecuencia, se le ordene al parqueadero “Junta Defensa Civil” que en el término de 48 horas disponga la entrega inmediata y sin condicionamiento monetario alguno al señor Néstor Fabio Castaño Giraldo del vehículo de su propiedad, el cual se identifica con las placas MAM -243, de conformidad con la orden de entrega proferida por la Fiscalía 13 Local de Pereira.  
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:

El Despacho de conocimiento admitió la acción mediante auto del 25 de junio de 2018, y ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la Fiscalía 13 Local de Santa Rosa de Cabal y a la Defensa Civil de esa misma localidad. Más adelante, sin auto alguno que así lo ordenara, se expidieron oficios secretariales con destino a la Dirección Seccional de Fiscalía de Pereira y el Jefe de Bienes de la Fiscalía General de la Nación. 

Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante providencia emitida el 6 de julio del año que transcurre, negar la solicitud de amparo constitucional, pues básicamente concluyó la Juez A quo, que el señor Néstor Fabio ha venido mostrando una actitud pasiva frente a la reclamación del vehículo cuya entrega provisional se había ordenado desde el 11 de junio de 2014; además, la gestión de la Fiscalía se ha ajustado a los parámetros legales del caso. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:

El día 11 de julio del año que transcurre, y encontrándose dentro del término oportuno para impugnar la decisión, se recibió memorial suscrito por la Dra. Carmen Denys Ibarra Trejos, apoderada del señor Néstor Fabio Castaño Giraldo, mediante el cual manifestó su inconformidad con la misma; para el efecto, argumentó la decisión de primer nivel carece de las condiciones necesarias para la sentencia congruente, pues no se ajusta a los hechos que motivaron la acción de tutela, se funda en consideraciones inexactas o erróneas, y además se hizo un análisis equivocado frente a los derechos reclamados, por errónea interpretación de los principios de la acción de tutela. 
También planteó la letrada que es incorrecto asegurar que su mandante incurrió en una actitud omisiva y negligente para retirar su vehículo de los patios, pues es deber de los funcionarios que conocen del procedimiento, guiar o direccionar al particular en pro de sus derechos y suministrar toda la información que permita vislumbrar su diligente actuación administrativa. 

Tampoco es cierto que el señor Néstor Fabio no se haya presentado a reclamar los documentos para retirar el carro, al contrario, según el Oficio Nro. 004 de la Fiscalía (sin fecha) direccionan a su representado al Patio Único de la Fiscalía, haciéndole perder el tiempo, toda vez que el vehículo no se encontraba allí, sino en la Defensa Civil de Santa Rosa de Cabal. 
En ese orden de ideas, puntualizó que el señor Castaño Giraldo fue violentado en su buena fe y por su desconocimiento como ciudadano en este tipo de situaciones, pues era la primera vez que se encontraba inmerso en un accidente de tránsito por la imprudencia de un tercero, y ello, además, no exime a la Fiscalía de suministrarle información al particular acerca del lugar en el que se encuentra el vehículo, y cuál es el trámite que debe realizar para su recuperación, responsabilidad que no puede ser atribuida al señor Néstor Fabio. 
Por último, reiteró que el mínimo vital de su mandante y el de su familia se han visto comprometidos, y aún continúan con la angustia de tener que solventarse de cualquier manera para poder subsistir, circunstancia que sólo les consta a ellos, por lo que no le es dable al Juzgado “enjuiciar” tale afirmación. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. COMPETENCIA: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 
2. PROBLEMA JURÍDICO: 

Se debe resolver en esta oportunidad la inconformidad planteada por la recurrente en su escrito de impugnación, la cual está relacionada con el cuestionamiento que se le hace al fallo de primer nivel que negó la solicitud de amparo constitucional deprecada en favor del señor Néstor Fabio Castaño Giraldo; en ese orden de ideas, se deberá establecer si dicha sentencia estuvo ajustada a derecho, o por el contrario hay lugar a revocarla para conceder la protección de los derechos fundamentales invocados. 

3. SOLUCIÓN: 

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona como integrante de la sociedad, por ello el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos prácticos y seguros para su protección. 
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación. En ese orden de ideas, su propósito consiste en brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce. 
Anotación previa: 
Antes de abordar los argumentos propuestos por la recurrente en su escrito de impugnación, deberá examinar esta Corporación si en el presente asunto se cumple con las reglas de procedencia de la acción de tutela, lo cual se constituye en un requisito sine qua non para dar paso al estudio de fondo que se pretende, dado que si bien el mecanismo de amparo se caracteriza principalmente por su informalidad, ello no implica que para su interposición se hayan dejado de contemplar algunos requisitos mínimos que deben ser evaluados por el Juez constitucional antes de imprimirle el trámite correspondiente al asunto puesto bajo su conocimiento; tales exigencias se circunscriben en tres a saber: legitimación, subsidiariedad e inmediatez.  

El artículo 86 de la Constitución política, así como el 10 del Decreto 2591 de 1991, nos indican qué personas están habilitadas o facultadas para acudir a la solicitud de amparo constitucional, particularidad que ha sido denominada legitimación en la causa por activa; de aquellos se desprende que la acción de tutela puede ser ejercida por quien ha sido directamente afectado en sus derechos o garantías fundamentales, y cuando este se encuentre imposibilitado para acudir por sí mismo a invocar su protección, puede hacerlo por intermedio de un tercero, para que actúe en su nombre bajo las figuras del agente oficioso o del apoderado judicial. De igual forma, el mentado artículo 86 Superior se refiere al sujeto pasivo de la acción tuitiva, siendo este la autoridad o el particular responsable, por acción u omisión, de la conducta trasgresora de las garantías fundamentales que se reclaman, a lo que se le llama legitimación en la causa por pasiva. 

En este preciso caso, vemos que se cumple con el requisito de legitimación, tanto por activa, como por pasiva, toda vez que, de conformidad con el poder obrante a folio 10 del expediente, la Dra. Carmen Denys Ibarra Trejos fue autorizada de forma expresa por parte del señor Néstor Fabio Castaño Giraldo para que representara judicialmente sus intereses en sede de tutela, y este a su vez, es el titular de los derechos fundamentales reclamados; por su parte, la Fiscalía 13 Local de Santa Rosa de Cabal fue la autoridad que expidió la orden de entrega definitiva del vehículo del cual es propietario el señor Néstor Fabio Castaño Giraldo, cuya materialización ha resultado inviable, así mismo, la Junta de Defensa Civil de esa municipalidad es el lugar en el cual se encuentra parqueado el rodante que se pretende reclamar.   

Superado el anterior tópico, se debe establecer si se cumple con el principio de inmediatez, el cual hace referencia a la oportunidad en la cual se ejerce en la acción tuitiva, dado que si bien el Decreto 2591 de 1991 señala que el mecanismo constitucional puede ser interpuesto en cualquier tiempo, la jurisprudencia ha precisado que cuando éste no se presenta de manera concomitante con la vulneración o amenaza de los mismos, por lo menos debe ser interpuesta en un tiempo razonable, prudencial y adecuado desde que acaecieron los hechos causantes de la trasgresión. Al respecto ha dicho la Corte Constitucional que:  
“la inexistencia de un término de caducidad no puede significar que la acción de tutela no deba interponerse dentro de un plazo razonable. La razonabilidad de este plazo está determinada por la finalidad misma de la tutela, que debe ser ponderada en cada caso concreto. De acuerdo con los hechos, entonces, el juez está encargado de establecer si la tutela se interpuso dentro de un tiempo prudencial y adecuado”
.
Y más adelante, otro pronunciamiento dijo esa Alta Magistratura que: 
“… el constituyente asume que la acción de tutela configura un mecanismo urgente de protección y lo regula como tal. De allí que choque con esa índole establecida por el constituyente, el proceder de quien sólo acude a la acción de tutela varios meses, y aún años, después de acaecida la conducta a la que imputa la vulneración de sus derechos. Quien así procede, no puede pretender ampararse en un instrumento normativo de trámite sumario y hacerlo con miras a la protección inmediata de una injerencia a sus derechos fundamentales que data de varios años”.

Así mismo, ha contemplado esa Corporación ciertos eventos en que es procedente acudir a la acción de amparo aun cuando ha transcurrido un extenso espacio entre la solicitud y el hecho que generó la vulneración, siempre y cuando se logre demostrar que: 
“i) exista un motivo válido para la inactividad de los accionantes, por ejemplo, el estado de indefensión, interdicción, abandono, minoría de edad, incapacidad física, entre otros; ii) la inactividad injustificada vulnere el núcleo esencial de los derechos de terceros afectados con la decisión; iii) exista un nexo causal entre el ejercicio inoportuno de la acción y la vulneración de los derechos de los interesados; o iv) cuando se demuestre que la vulneración es permanente en el tiempo y que, pese a que el hecho que la originó es muy antiguo respecto de la presentación de la tutela, la situación desfavorable del actor derivada del irrespeto por sus derechos, continúa y es actual.
”
Aterrizando los anteriores presupuestos al caso bajo estudio, puede concluirse con facilidad que el señor Néstor Fabio Castaño Giraldo no cumple con el aludido requisito de inmediatez como regla de procedibilidad, lo cual se entrevé del tiempo que ha dejado trascurrir para acudir a esta solicitud de amparo constitucional, pues el tema que está discutiendo tiene su origen en hechos ocurridos hace 4 años desde la fecha en que se ordenó por parte del Juzgado Segundo Civil de Garantías la entrega provisional del vehículo que hoy reclama, sin que se encuentre justificado en el dossier, cuál es la razón por la que sólo hasta ahora muestra su interés por solucionar dicho asunto. 
Desde ese punto de vista, no es que la Colegiatura desconozca el deber que le asiste a las autoridades judiciales de suministrar información clara a los usuarios respecto de la forma como pueden hacer efectivos sus derechos, sin embargo, ello no quiere decir que en casos como el presente, el Ente acusador tenga que convertirse en una especie de persecutor de las víctimas para pedirles que realicen las gestiones tenientes a garantizar los derechos que ya les han sido reconocidos al interior del trámite ordinario. Así, en este preciso caso quedó demostrado que desde el 11 de junio de 2014 se ordenó la entrega provisional del vehículo en favor del apoderado judicial de la víctima (ver folio 46), sin embargo, nada se dijo por parte de la accionante acerca de la gestión desplegada por su mandante para reclamar en esa época el vehículo conforme a esa orden judicial, tampoco hay evidencia de las actuaciones llevadas a cabo cuando se ordenó la entrega definitiva del vehículo, decisión que fue conocida por el titular de los derechos que hoy se reclaman, lo cual se puede aseverar por la firma que él consigno en dicho memorial, donde consta su notificación. También es claro, así consta en el expediente, que la misma letrada que hoy en día representa los intereses del accionante recibió información por parte de la Fiscalía 13 Local de Santa Rosa de Cabal respecto de ese trámite desde el 13 de diciembre de 2017, por lo que no es plausible que ahora, cuando han transcurrido más de 6 meses desde dicha respuesta y 4 años desde la ocurrencia de los hechos, pretenda usar la acción de tutela como un mecanismo urgente, cuando la supuesta premura fue pasada por alto durante todo este tiempo sin desplegar ningún tipo de gestión efectiva tendiente a dar solución al asunto. 
Así mismo, debe observarse lo dicho por la representante del Ente Acusador, en el sentido de que ni siquiera hasta este momento la parte accionante ha instaurado una solicitud oficial ante ese Despacho, ni tampoco ante el Jefe de Bienes de la Fiscalía tendiente a que se le exonere del pago del parqueadero.  
Así las cosas, se itera que la situación narrada por la accionante estuvo directamente relacionada con la falta de actividad de su prohijado, pues quedó completamente desvirtuado el supuesto interés por dar una solución efectiva a su problema, mírese pudo haberse comunicado telefónicamente con la Fiscalía accionada, o como haría una persona diligente, acercarse a las instalaciones de la misma, dada la supuesta premura de su situación, además, es apenas obvio que el uso del parqueadero para un vehículo que ha sido inmovilizado por cuenta de un proceso, y del cual subsiguientemente se autoriza su entrega, no puede ser, con posterioridad a dicha orden, utilizado a discreción del dueño para el momento en que finalmente desee acudir a su reclamo pretendiendo exonerarse de sufragar los gastos del caso, porque si bien es cierto, los gastos de parqueo y servicio de grúa generados por la inmovilización de un vehículo corresponden a la respectiva autoridad a la cual se ha encargado su custodia, ello sólo ocurre durante el término de la actuación, por manera que los gastos en que  se incurran con posterioridad a su entrega deben ser asumidos por su respectivo dueño. 

A modo de conclusión, puede decirse que el señor Castaño Giraldo ha dejado transcurrir un tiempo más que prudencial, en el cual no se vislumbra actividad efectiva por su parte para tratar de que sea reparado el daño que según él se le ha causado, lo cual se configura en una causal de improcedencia del presente asunto, al encontrar que no se da cumplimiento al requisito de inmediatez de la acción constitucional. 

Lo dicho hasta ahora es suficiente para llevar a esta Colegiatura a concluir que la acción de tutela resulta improcedente, como se partió diciendo inicialmente; de acuerdo a ello, la decisión evaluada se habrá de confirmar.
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal el 6 de julio del año que transcurre, de acuerdo las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� � HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2011/SU339-11.htm" \l "_ftnref14" ��Sentencia SU-961 de 1999.


� Sentencia T- 730 de 2003. 


� Sentencia T-038/17
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